LA UNIVERSIDAD CATÓLICA REITERA COMPROMISO CON LA DEMOCRACIA Y LOS DERECHOS HUMANOS

El pasado miércoles 29 de marzo se llevó a cabo –como todos los años- la ceremonia de apertura del año académico en la Pontificia Universidad Católica del Perú. En esta ocasión, el discurso de orden estuvo a cargo de Javier Neves Mujica, actual Decano de la Facultad de Derecho, ex Ministro de Trabajo y reconocido y querido maestro universitario. A continuación, hemos considerado oportuno reproducir dicho discurso, como  una muestra más del firme compromiso de esta Universidad con los valores democráticos y de derechos humanos. (D.L.)
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I

La historia de la humanidad, desde que la evolución condujo a la aparición de los primeros homínidos hasta nuestros días, es la historia del trabajo. A tal punto es válida esta afirmación que las ciencias sociales, de un lado, y la doctrina social de la iglesia católica, del otro, coinciden en señalar que el trabajo es un elemento determinante en la existencia y desarrollo de la humanidad.

En efecto, para las ciencias sociales es la capacidad de trabajar de los antiguos homínidos la que marca la ruptura entre estos y los demás primates. Sostiene Friedrich Engels en su estudio “El papel del trabajo en la transformación del mono en hombre”, que el trabajo y la naturaleza son las fuentes de la riqueza, pero que el trabajo es más que eso: “Es la condición básica y fundamental de toda la vida humana. Y lo es en tal grado que, hasta cierto punto, debemos decir que el trabajo ha creado al propio hombre”. Lo explica en los siguientes términos. Una raza de monos antropomorfos, cuyas manos, al trepar los árboles en los que se cobijaba, empezaron a desempeñar funciones diferenciadas a las de los pies, adoptó paulatinamente una posición erecta al caminar. Las manos quedaron así libres y adquirieron más destreza y habilidad, hasta que fueron capaces de construir instrumentos de caza y pesca, los primeros utilizados también como armas. Aquí se dio el gran salto. Las mayores aptitudes obtenidas por las manos reincidieron sobre los otros órganos, porque nuestro cuerpo es un organismo entero. El trabajo multiplicó los casos de ayuda mutua y de actividad conjunta de esos remotos monos antropomorfos, que vivían en manadas. Surgió así la necesidad del lenguaje. Esa especie mostró una enorme capacidad de adaptación a la alimentación variada y los diferentes climas. El trabajo mismo se diversificó y perfeccionó: domesticación de animales, siembra de la tierra, elaboración de tejidos, manipulación de los minerales... Mientras los animales utilizan la naturaleza, el hombre la domina, puede conocer sus leyes y aplicarlas adecuadamente.

Aunque las ciencias sociales se han enriquecido descomunalmente desde el año 1876, en que se publicó aquel ensayo, aportando infinidad de elementos nuevos, las ideas que se manejan hoy en día sobre este asunto se insertan en lo sustancial en el esquema propuesto por Engels. Desde otra perspectiva, la iglesia católica “está convencida de que el trabajo constituye una dimensión fundamental de la existencia del hombre en la tierra”. Con tales palabras nos lo recuerda el papa Juan Pablo II en su carta encíclica “Sobre el trabajo humano” de 1981, que conmemora el nonagésimo aniversario de la “Rerum Novarum”, pionera en el tratamiento de la cuestión social. Lo sustenta del siguiente modo. El hombre, hecho “a imagen de Dios”, siente las palabras “procread y multiplicaos, y henchid la tierra; sometedla”, como una actividad a desarrollar en el mundo. El hombre es la imagen de Dios, entre otros motivos, por el mandato recibido de su Creador de someter y dominar la tierra. Cada sujeto universal y particular emprende una actividad consciente sobre un objeto del mundo visible, encaminada a descubrir y usar los recursos que brinda. El dominio se realiza en el trabajo y mediante el trabajo.  La técnica, es decir, el conjunto de instrumentos de los que el hombre se vale en su trabajo, es importante, pero lo indispensable es el ser subjetivo capaz de obrar de manera programada y racional, capaz de decidir acerca de sí y que tiende a realizarse a sí mismo. Aquí está la esencia ética del mensaje pontificio.

Inspirados en estos planteamientos, desde hace ya cerca de cien años, los principales instrumentos internacionales de derechos humanos y las constituciones de todos los Estados, proclaman que el trabajo es para la persona un medio de realización individual y social. Así lo concibieron la Organización Internacional del Trabajo, desde su fundación en 1919, y nuestra primera Constitución de orientación social, de 1920. Así lo reiteran las normas internacionales y nacionales más recientes, como los tratados de derechos humanos de ámbito mundial y regional americano y las constituciones peruanas posteriores, independientemente de sus tendencias ideológicas. Se refieren, por cierto, no a cualquier ocupación que tenga un sujeto, sino solo a aquella que califica como “trabajo decente”, en expresión de la OIT. Esto es, únicamente contribuirá al progreso espiritual y material del individuo y la colectividad, el trabajo elegido y ejecutado con plenitud de derechos.

Esta percepción del trabajo como una actividad central de la humanidad es el resultado de un largo y conflictivo proceso histórico. En el mundo antiguo y medieval, el trabajo se prestaba masivamente en condiciones de esclavitud y servidumbre. Si la persona misma no era libre, cómo iba a serlo su trabajo. La primera batalla fue, por tanto, por la libertad de la persona y, en consecuencia, de su trabajo. Pero el mercado tampoco era libre: para desempeñar ciertas profesiones u oficios se requería pertenecer al gremio respectivo, que conformaba de ese modo un monopolio. La libertad de trabajo consiste en el derecho de decidir si se trabaja o no, en qué actividad y para quién. Se opone tanto a que se obligue a alguien a trabajar, como a que se le impida hacerlo. Solo pudo reconocerse con el advenimiento del liberalismo económico y político, plasmado en la Revolución Industrial y la Revolución Francesa. La proclama la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano.

Pero no basta reconocer a una persona su libertad de trabajo, sino que es indispensable hacerlo también con su derecho al trabajo y sus derechos en el trabajo. Las decisiones que supone adoptar la libertad de trabajo pueden ser más ideales que reales en un mercado en el que hay escasas o insuficientes oportunidades de encontrar un empleo o en el que los empleos ofrecidos son de baja calidad. Por ello es indispensable garantizar a los individuos el acceso al empleo, a través de políticas económicas y sociales que fomenten su creación, así como el disfrute de los derechos correspondientes a él: jornada máxima, remuneración mínima, condiciones de higiene y seguridad, conservación del empleo, etc. El pensamiento liberal sostuvo que el mercado regularía los derechos y obligaciones de las partes de la relación laboral, que eran percibidas como formalmente iguales y libres, mediante la ley natural de la oferta y la demanda, con la abstención del Estado. Pero uno de lo sujetos, el trabajador, no era materialmente igual al otro, su empleador, ni sustancialmente libre, por lo que este podía imponerle las condiciones del contrato. Las organizaciones sindicales que los trabajadores constituyeron para compensar su desventaja, fueron prohibidas por conllevar un obstáculo al libre funcionamiento del mercado. El desequilibrio condujo al conflicto individual y colectivo entre una categoría y otra y este a la necesidad de intervención estatal reguladora. Recién allí la ley pudo otorgar derechos básicos como los mencionados antes. Ello solo fue posible en el marco de un Estado social.

En el período liberal el sistema jurídico cerró todas las salidas para una clase trabajadora cada vez más desesperada. No es pertinente aquí hacer un análisis detallado de las concepciones que encajonaron la protesta social y condujeron a una explosión. Veamos simplemente un ejemplo. Un trabajador celebra su contrato con su empleador, en el que se fijan de modo aparentemente bilateral las reglas de su prestación: jornadas extenuantes, salarios miserables, pésimas condiciones de salud y seguridad, etc. Las acepta porque su alternativa es la desocupación, en un mercado en el que hay más oferta que demanda de trabajo. El acuerdo es jurídicamente válido, por lo que el Estado no puede interferir. Si sufre un accidente de trabajo que lo incapacita, será privado de su empleo y si pretende obtener una indemnización, tendrá que demostrar en un proceso judicial la responsabilidad de su empleador. Si intenta organizarse con otros para luchar contra los abusos, será considerado un delincuente, porque la organización y la actividad sindical están prohibidas por los códigos penales. No hay más opción que la violencia. Solo por este medio logró abrirse un cauce.

Hoy en día, en el Perú como en el resto del mundo, hay libertad de trabajo y derechos al trabajo y en el trabajo. Pero ¿rigen efectivamente? Es cierto que el concepto de “trabajo decente” es un ideal, del que todos los países estamos más cerca o más lejos ¿A qué distancia nos encontramos los peruanos? A más de siglo y medio de haberse abolido la esclavitud de las personas de raza negra (1854) y a más de uno de haber culminado la importación de personas de raza china en similares condiciones (1882), hay todavía trabajo forzoso en nuestro país. Según el estudio elaborado por Eduardo Bedoya y Alvaro Bedoya y publicado por la OIT, denominado “Trabajo forzoso en la extracción de la madera en la amazonía peruana”, solo “en las labores asociadas a la extracción ilegal de la madera en diversas regiones de la cuenca amazónica peruana… [habría aproximadamente] unas 33,000 [personas afectadas por el trabajo forzoso] en su mayoría pertenecientes a los diversos grupos étnicos [de dicha zona]”. De otro lado, según estimados del INEI, publicados en el estudio “Visión del trabajo infantil y adolescente en el Perú: 2001”, para el año 2005 casi uno de cada tres niños trabajaba en el Perú. La cifra es tres veces mayor en el área rural que en la urbana, debido –a juicio del INEI- al menor nivel de calificación de la mano de obra requerido por las actividades mayormente relacionadas al sector primario que se cumplen en aquella. 
Muchos lo hacen en actividades calificadas por la OIT como “peores formas del trabajo infantil”, por la particular peligrosidad que generan para su salud, su seguridad y su moralidad: servidumbre por deudas, prostitución, producción y actuaciones pornográficas, actividades ilícitas, en particular la producción y el tráfico de estupefacientes, etc. Cuántos niños se ocupan en el Perú en los lavaderos de oro, los camales, la construcción, la metalurgia, el procesamiento de la hoja de coca, la pirotecnia, la manipulación de la basura, como picapedreros, etc. Esta ocupación temprana e inadecuada conlleva graves sacrificios a los derechos a la salud, la educación, la recreación, etc. y perjudica, por tanto, notoriamente su futuro. Como en el trabajo forzoso, en el infantil, las víctimas se encuentran principalmente entre la población que vive en extrema pobreza. 
Alrededor del 60% de nuestra población laboral se desenvuelve en la economía informal, fundamentalmente en microempresas, sin reconocimiento de derechos, ni en el ámbito del trabajo ni en el de la seguridad social, sino solo con los beneficios que el dueño del negocio quiera otorgarles. Por sus magros ingresos, insuficientes para cubrir el costo de la canasta mínima de consumo familiar, más de la mitad de nuestros trabajadores son subempleados; y por no obtener el empleo al que aspiran para satisfacer sus necesidades, cerca del 10% son desempleados. El Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo tiene el penúltimo presupuesto más bajo entre los sectores del Estado y cuenta con solo 140 inspectores para detectar y sancionar las infracciones, frente a una masa de más de un millón y medio de empresas.

Lo más grave, sin embargo, ocurre en el campo ético. Los peruanos carecemos de una cultura laboral: la percepción ciudadana de que el trabajo honrado permite una vida digna. Demasiadas personas emprenden actividades esforzadas y honestas y apenas subsisten. Demasiadas personas se ocupan en tareas ilícitas y obtienen impunemente ingentes ingresos. Acaso no hemos escuchado tantas veces que “el vivo vive del zonzo y el zonzo de su trabajo”. ¿Cuál es la señal que se envía a la población, especialmente a los jóvenes que se incorporan cada año al mercado laboral?

II

La historia de la humanidad es también la historia de la transición del Estado de poder al Estado de derecho, es decir –en palabras de Edgar Bodenheimer en su “Teoría General del Derecho”- aquel en el que las tensiones y conflictos inherentes a la vida social no se resuelven por medio de la fuerza arbitraria, la violencia o el terror, sino por un reajuste ordenado y pacífico de las pretensiones razonables de los individuos y grupos. Según este autor “el Derecho es un término medio entre la anarquía y el despotismo”. Sostiene que para evitar la anarquía, en la que todos los miembros de una comunidad tienen un poder ilimitado, el Derecho limita el poder de los individuos particulares; y para evitar el despotismo, en el que un hombre goza de un poder ilimitado sobre los súbditos a los que rige, frena el poder del gobierno.

Tras la construcción del Estado de derecho hay también un extenso proceso histórico plagado de terribles aunque necesarias luchas sociales y políticas. Para Elías Díaz –en “Estado de derecho y sociedad democrática”- los hitos en dicho proceso fueron consagrados en documentos fundamentales, como la Carta Magna inglesa (1215), las Declaraciones de Derechos norteamericanas de 1689 y 1776, y la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano, francesa (1789). La primera nació de una declaración unilateral del monarca y la segunda, de un pacto entre este y el Parlamento, por lo que solo las últimas que emanaron de asambleas populares son antecedentes próximos de las constituciones modernas. El aporte de diversas corrientes de pensamiento en cada uno de los países mencionados fue fundamental. Como precisa Marcial Rubio en su obra “El sistema jurídico”, sin la contribución inglesa hubiéramos carecido de mecanismos de protección de los derechos, de la noción de Parlamento y de la organización del Poder Ejecutivo; sin la francesa,  no hubiéramos tenido la separación de poderes, la institucionalización de los derechos ni los conceptos de nación y representación; y, sin la norteamericana, desconoceríamos el federalismo, el presidencialismo y el control jurisdiccional de la constitucionalidad.

Los rasgos principales del Estado de derecho son –siguiendo nuevamente a Díaz- el imperio de la ley, como expresión de la voluntad general; la división de poderes; la legalidad de la administración, es decir, su actuación según ley y la existencia de suficiente control judicial; y el reconocimiento de derechos fundamentales, formal y efectivo.

El Estado de derecho se consolida con el auge del liberalismo, pero no se agota en él. El Estado liberal reconoce las principales libertades, que ratifican la autonomía del individuo: libertades de pensamiento, de expresión, de asociación, de reunión, etc. Y su participación en la vida política: derecho a elegir y ser elegido, a afiliarse a partidos, etc. Todas ellas integran hoy en día el catálogo de los llamados derechos humanos de primera generación o derechos civiles y políticos, esto es, del hombre y del ciudadano. Pero el listado se ensancha con el advenimiento del Estado social: ya no solo las grandes libertades para los individuos, sino también las prestaciones que las colectividades reclaman: trabajo, salud, educación, vivienda, seguridad social, etc. Ahora se les conoce como derechos humanos de segunda generación o derechos económicos, sociales y culturales.

Por ello, una democracia moderna no busca solo expresarse en el campo formal, sino también en el real. No basta con que en el plano político se respete el reparto de funciones entre los organismos del Estado y se renueve a las autoridades por una elección libre y transparente, sino que se requiere que en el plano socioeconómico no existan abismales brechas en el ingreso de la población y grandes mayorías segregadas de las oportunidades de progreso espiritual y material. Lo primero es el punto de partida, pero debe estar acompañado indispensablemente de lo segundo para dotar al sistema de la legitimidad que requiere. En otras palabras, como decimos los abogados, el aspecto formal es condición necesaria pero no suficiente para la existencia de un verdadero régimen democrático. Hace falta, además, el aspecto sustancial.

Lo dramático de este asunto en el Perú, es que ni siquiera la democracia formal ha obtenido todavía el consenso requerido para su estabilidad y permanencia. Recurrentemente surgen períodos autoritarios en los que hasta el propio Estado de derecho está en cuestión, todo ello con la falsa ilusión de que por esa nefasta vía se alcanzará el bienestar popular que la democracia formal ha sido incapaz de producir. Al final, se pierde todo, hasta las libertades esenciales.
La cercana experiencia de la década pasada es la más triste comprobación de esta situación. El régimen autoritario de Fujimori afectó severamente a las débiles instituciones políticas y sociales que existían en nuestro país. De un lado, se concentró el poder público en el gobierno, que controlaba al Congreso, al Poder Judicial, al Tribunal Constitucional, al Jurado Nacional de Elecciones, tras haberlos disuelto arbitrariamente y reactivado con clara sujeción. Del otro, había persecución contra los líderes políticos, sindicales y estudiantiles que conducían la protesta social. Numerosos dirigentes asesinados, desaparecidos, encarcelados, son el trágico testimonio de ese período. Como siempre, la población pobre y marginada fue la más perjudicada, tanto por la lucha subversiva y antisubversiva que atravesó todo el régimen, como por la recesión económica que se desencadenó en su última etapa.

En esos duros momentos muy pocas instituciones elevaron su voz de denuncia y rechazo. Al lado de algunos colegios profesionales y organizaciones sindicales y estudiantiles y ante el silencio de los gremios empresariales, la Pontificia Universidad Católica del Perú se pronunció reiteradamente contra los abusos y las ignominias del régimen de Fujimori. Así, el 1º de junio de 1997, ante la destitución de tres magistrados del Tribunal Constitucional por oponerse a la indebida segunda reelección presidencial, que “ha desestabilizado seriamente a esta institución fundamental” se dijo: “Si algunos pensadores sostuvieron en siglos pasados que ‘el gobernante está por encima de la ley’, hoy la humanidad considera que esta afirmación es un principio inaceptable de autoritarismo. Poseemos la convicción de que el mejor gobierno es el que tiene reglas estables. Ellas se consagran en las Constituciones que todos, y en primer lugar los gobernantes, deben cumplir”.

Tres años después –el 28 de setiembre del 2000- al difundirse el video de la entrega de dinero del asesor presidencial a un congresista de la mayoría, se sostuvo: “En efecto, a lo largo de los últimos años se ha vivido en el país un paulatino deterioro del Estado de Derecho. La autoridad de la ley se ha visto mellada por las dificultades puestas a la alternancia democrática, por los obstáculos establecidos a las instancias de participación cívica, por la neutralización de los poderes y por la pérdida de autonomía de las instituciones... Esta desnaturalización de la legalidad se excusó con el argumento de la seguridad y la eficiencia, proponiendo así un falso dilema al país, por el cual se le obligó a sacrificar la transparencia de la vida cívica a cambio de la promesa de orden social y desarrollo económico”.      

Aunque el riesgo de la denuncia valiente podía ser muy alto en un régimen asesino y corrupto, el del silencio oprobioso era éticamente inaceptable para una institución comprometida con los valores fundamentales de nuestra convivencia, como la Pontificia Universidad Católica del Perú. “A veces, quedarse callado equivale a mentir” dijo Miguel de Unamuno, entonces rector de la Universidad de Salamanca, frente a una turba franquista en 1936, en la celebración del día de la raza y denunció la barbarie que cometían los militares sublevados. Fue confinado en su domicilio, donde murió unas semanas después.

Es verdad que algunos, afortunadamente pocos, miembros de nuestra comunidad universitaria estuvieron involucrados en las oscuras tareas de ese régimen. Quiera Dios que nadie sienta en el futuro por nosotros la vergüenza que nosotros sentimos por su comportamiento jurídico en esos años. Quiera Dios que no sea necesario que otra vez se emitan pronunciamientos como aquellos, porque el Estado de derecho no vuelva a ser aniquilado; pero quiera más que si, por desgracia,  ello ocurriera, estemos nuevamente al frente.

Años después, restablecida la institucionalidad democrática, se presentó el Informe Final de la Comisión de la Verdad y Reconciliación. Hubo sectores ciegos o mezquinos que rechazaron las conclusiones y recomendaciones, tildándolas hasta de proterroristas y antimilitares. Nuestra Universidad hizo conocer nuevamente su posición el 14 de noviembre del 2003: “El Informe contiene un análisis sistemático y riguroso sobre el proceso de violencia, así como sobre sus causas y sus secuelas… responsabiliza claramente a Sendero Luminoso por el inicio del conflicto y subraya su carácter genocida y totalitario, así como la naturaleza terrorista de su ideología y sus acciones… expresa el reconocimiento de la nación al papel desempeñado por las Fuerzas Armadas en cumplimiento de su deber constitucional de defensa del estado de derecho, pero señala igualmente con precisión que, en ciertos períodos y lugares, incurrieron en una práctica generalizada y en algunos casos sistemática, de violaciones de derechos humanos… constata la dolorosa situación de desamparo e injusticia vivida por miles de peruanos y peruanas, sobre todo en las zonas más pobres de los Andes y la Amazonía… [y] muestra con claridad que los peruanos no hemos podido construir aún un Estado democrático incluyente ni tampoco una sociedad tolerante y dispuesta al diálogo, que permitan el acceso a los derechos básicos para todas las ciudadanas y todos los ciudadanos del país”.

III

Nos queda el enorme reto de consolidar y profundizar la democracia política y de extenderla al ámbito socioeconómico, de hacer que todos los espacios de la vida pública y privada se impregnen con sus principios: las entidades del Estado, los partidos políticos, las universidades, las asociaciones, los clubes, los sindicatos... También, por cierto, las empresas.
Todo poder debe ser controlado, no solo el público sino también el privado. ¿Por qué habría de estar fiscalizado el poder que tiene la legitimidad de su elección popular y no el que se origina en la posesión del capital? El poder privado debe ser supervisado desde el Estado y desde la sociedad: trabajadores, consumidores, proveedores, comunidad, etc. Y el freno más importante al desmedido poder patronal es la organización sindical. Su existencia y funcionamiento libre son garantía de la sustitución del Estado de poder por el Estado de derecho en la empresa. De la plena ciudadanía de los trabajadores dentro y fuera de la empresa. También los sindicatos, a través de la negociación colectiva, son una herramienta de redistribución del ingreso, en un país en el que la brecha entre la participación de las utilidades y de las remuneraciones en el producto bruto interno es enorme y creciente.

Nuestros empresarios, entusiasmados con las oportunidades que les abre la globalización económica, impulsan la suscripción de tratados de libre comercio. Sin embargo, los beneficios acarrean también responsabilidades. Entre ellas, el cumplimiento efectivo del ordenamiento laboral nacional e internacional. Hasta hace un par de años, el Perú había ratificado 62 de los 159 convenios internacionales del trabajo vigentes para la OIT, es decir, el 39%. No obstante, la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de dicha organización, había formulado objeciones al cumplimiento de 37 de tales convenios, esto es, al 59,7%. ¿Así podremos ingresar a los mercados en los que no interesa solo la calidad o el precio del producto sino también los derechos de quienes lo elaboraron? ¿Podemos rebajar aun más los ingresos de los trabajadores, degradando su calidad de vida, cuando ya están a la zaga de América Latina?

No queremos empresarios democráticos en el Estado y autoritarios en su negocio; menos aun, autoritarios en ambos espacios. No queremos empresarios en los videos de la corrupción ni en las componendas con los gobiernos. Queremos empresarios conscientes de la realidad del país, que respeten la dignidad de las personas, especialmente la de sus propios trabajadores. Tendrán ellos, así, su seguridad física y la garantía de sus ganancias y nosotros la de que avanzamos hacia un desarrollo integral, donde imperen la justicia y la paz.

Lima, 29 de marzo de 2006
